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Prefacio y reconocimientos 
(fragmento) 

 
La década de 1990 fue una era de enormes esperanzas para América 
Latina. Tras el colapso de los regímenes autoritarios en los años 
ochenta y comienzos de los noventa, la mayoría de los países de 
América Latina emprendieron reformas económicas trascendentales 
con el fin de reducir la inflación crónica y favorecer un crecimiento 
sostenido. Para muchos observadores contemporáneos, la confluencia 
de democracia y mercados libres era señal de una ruptura con el 
pasado, el amanecer de una nueva era de libertades civiles, 
prosperidad y estabilidad política. 

Al cabo de más de una década, resulta difícil volver la vista a este 
período sin que nos invada una mezcla de nostalgia e ironía. Si bien los 
legados de la década del noventa difieren de un país a otro, pueden 
describirse en general como logros notables empañados por 
oportunidades perdidas. En el ámbito económico, se logró finalmente 
vencer la inflación, pero el crecimiento económico se mantuvo esquivo; 
la pobreza, persistente. En la arena política, los militares se retiraron 
finalmente del poder (una hazaña de consideración) pero los gobiernos 
electos, curiosamente, continuaron fracasando. A partir de los primeros 
años de la década del noventa, se ha removido a presidentes de sus 
cargos en Brasil, Venezuela, Guatemala, Ecuador, Paraguay, Perú, 
Argentina y Bolivia; en algunos de estos países, de manera recurrente. 
Este desenlace representaba a menudo el triunfo de una sociedad 
indignada sobre un Ejecutivo corrupto o autoritario, pero esta misma 
sociedad rara vez lograba evitar que los gobiernos posteriores 
incurrieran en nuevos abusos. Para los primeros años del siglo XXI, ya 
estaba claro que las circunstancias particulares de cada crisis no eran 
sino piezas de un rompecabezas más amplio, un nuevo patrón de 
inestabilidad que surgía en la región. 
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Este libro explora los orígenes y consecuencias de este novedoso 
patrón de inestabilidad, destacando los acontecimientos decisivos que 
entre 1992 y 2004 definieron la nueva tendencia. Durante este período, 
las elites civiles comprendieron que los golpes militares tradicionales, 
en su mayor parte, se habían vuelto impracticables y experimentaron 
con el uso de instrumentos constitucionales para remover a presidentes 
impopulares. El juicio político a los presidentes se convirtió, en 
consecuencia, en un rasgo distintivo del nuevo panorama político de 
América Latina. 
 
 
 

))(( 
 
 

I. Las crisis institucionales 
en los regímenes presidenciales 

(fragmento) 
 
La presidencia es el cargo con el que sueña la mayoría de los políticos. 
Los presidentes son brokers de poder, líderes partidarios, modelos a 
imitar, el centro permanente de la opinión pública. Los presidentes 
hablan en nombre de la nación, son primi inter pares entre las 
personalidades políticas nacionales. “Dicen” -bromeaba el ex presidente 
chileno Patricio Aylwin- “que la tarea más difícil después de ser 
presidente es acostumbrarse a no ser presidente”. Los presidentes, sin 
embargo, no están exentos de fracasar. Y no hay garantías de que 
puedan completar su mandato, especialmente en América Latina. 

En este libro nos ocuparemos de una forma extrema de fracaso 
presidencial: el juicio político al presidente. El juicio político transforma 
al político más afortunado de un país en un modelo de fracaso. Se 
despoja a los presidentes de honor y poder, son abandonados por 
quienes fueran sus aliados tanto como por los votantes, se los procesa 
como a ciudadanos comunes y a menudo van a prisión o deben 
marchar al exilio. 

En los años noventa, América Latina fue azotada por una ola de 
juicios políticos. Los ocupantes de las residencias presidenciales, de 
Carondelet a Miraflores y de Planalto a la Casa de Ñariño, se vieron 
enfrentados inesperadamente a esta amenaza. En poco más de una 
década, entre 1992 y 2004, seis presidentes se enfrentaron a procesos 
de juicio político y cuatro de ellos fueron removidos de sus cargos. El 
presidente de Brasil, Fernando Collor de Mello, en 1992 y el de 
Venezuela, Carlos Andrés Pérez, en 1993, fueron acusados de 
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corrupción y destituidos. En 1996, el presidente de Colombia Ernesto 
Samper fue acusado de haber financiado parte de su campaña 
presidencial con fondos ilegales provenientes del cartel de Cali. Por 
último, el Congreso absolvió a Samper, que perdió un caudal 
significativo de influencia política a consecuencia del escándalo. Al año 
siguiente, el Congreso ecuatoriano se enfrentó al presidente Abdalá 
Bucaram y, para evitar los vericuetos institucionales del juicio político, lo 
declaró mentalmente incapacitado. El presidente de Paraguay Raúl 
Cubas Grau se enfrentó a un juicio político tras liberar de prisión a un 
líder militar popular acusado de conspirar para asesinar al 
vicepresidente. Cubas renunció y huyó a Brasil en 1999, luego de un 
duro enfrentamiento con el Congreso. Su sucesor, Luis González 
Macchi, fue acusado de corrupción dos años después. En un intento 
desesperado por evitar su caída, la mayoría partidaria en el Congreso 
frustró la posibilidad de un juicio político y terminó por absolver al 
presidente a principios del año 2003. 

Estos episodios dieron comienzo a un nuevo patrón de inestabilidad 
presidencial en la región. Anticipándose a un proceso de enjuiciamiento, 
el presidente peruano Alberto Fujimori huyó del país en noviembre de 
2000. El presidente de Ecuador, Lucio Gutiérrez estuvo al borde del 
juicio político en noviembre de 2004 y fue derrocado en abril de 2005. 
Las protestas de la oposición forzaron la renuncia del presidente 
argentino Fernando de la Rúa en 2001, de los presidentes bolivianos 
Gonzalo Sánchez de Lozada y Carlos Mesa en 2003 y 2005, 
respectivamente. 

Hasta no hace mucho, las crisis latinoamericanas de los últimos 15 
años se trataban de manera aislada más que como parte de una 
tendencia regional (con excepción de Bermúdez, 1999; Carey, 2005; 
Coslovsky, 2002; Hochstetler, 2006; Kada, 2002; Pérez-Liñán, 2000, 
2003a, 2005; Valenzuela, 2004; Whitehead, 2002: 102-107). Sin 
embargo, la concentración de múltiples crisis de juicio político en pocos 
años ha planteado preguntas importantes, difíciles de ignorar. ¿Acaso 
este patrón indica un cambio fundamental en las democracias de 
América Latina? Los juicios políticos, ¿son un equivalente funcional de 
los antiguos golpes militares? ¿Estamos en presencia de un giro en las 
relaciones entre el Ejecutivo y el Legislativo en toda la región? De ser 
así, ¿por qué algunos presidentes corruptos son sometidos a un juicio 
político mientras que otros no los son? 

La falta de una teoría comparativa sobre el juicio político ha 
dificultado la búsqueda de respuestas a estas preguntas. Los juicios 
políticos son acontecimientos poco comunes (y en el pasado han sido 
especialmente inusuales en esta región). Por lo tanto, la literatura 
tradicional sobre las instituciones latinoamericanas ha tendido en su 
mayor parte a prestarles poca atención. Un libro de texto clásico de los 
años cincuenta comentaba al pasar que “aunque hay algunos ejemplos 
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en los cuales los presidentes han sido removidos de sus cargos 
mediante este procedimiento, son excepcionales, y en la mayoría de los 
países no se ha sometido a juicio político a ningún presidente ni 
vicepresidente” (Pierson y Gil, 1957: 240). El texto seminal de Shugart y 
Carey Presidents and Assemblies publicado en 1992, año en que 
Fernando Collor fue destituido, le dedica un capítulo íntegro a la 
discusión de las anomalías constitucionales que se apartan de los 
principios de legitimidad dual y mandatos fijos pero prácticamente 
ignora el tema del juicio político (Shugart y Carey, 1992: cap. 6). 

Este libro afirma que los juicios políticos recientes constituyen la 
punta del iceberg de una tendencia mucho más amplia que está 
apareciendo en la política latinoamericana. América Latina se está 
enfrentando a un patrón característico de inestabilidad institucional que 
representa una ruptura con el pasado. Como en décadas anteriores, los 
gobiernos elegidos democráticamente siguen cayendo, pero a 
diferencia de las décadas anteriores, no se derrumban los regímenes 
democráticos. Hay varias razones que explican la paradoja de la 
estabilidad de un régimen democrático en medio de la inestabilidad del 
gobierno. Se cuentan entre ellas el fin de la Guerra Fría, cambios en la 
política exterior de Estados Unidos, el aprendizaje político que resultó 
de las dramáticas experiencias de las dictaduras militares de los años 
sesenta y setenta y el nuevo papel de las instituciones internacionales. 
En este contexto, las elites civiles no pueden convocar a los militares 
para que intervengan; se han visto obligadas, en consecuencia, a 
encontrar mecanismos constitucionales para resolver sus disputas. El 
juicio político al presidente ha surgido como un instrumento poderoso 
para desplazar presidentes “indeseables” sin destruir el orden 
constitucional. 

Los políticos de la oposición, no obstante, no siempre pueden 
desencadenar un proceso de juicio político contra el Ejecutivo. En los 
capítulos siguientes, me propongo demostrar que los juicios políticos 
son posibles cuando los medios masivos investigan y revelan 
escándalos políticos de manera sistemática y cuando el presidente no 
puede mantener un control estricto del Congreso, ya sea porque el 
partido gobernante es muy pequeño o porque está controlado por una 
facción opositora. La habilidad de la legislatura para remover a un 
presidente de su cargo también gira, en última instancia, en torno al 
grado de movilización popular contra el gobierno. Cuando una amplia 
coalición social toma las calles para exigir la renuncia de un presidente, 
la caída de ese gobierno no suele demorarse. 

El nuevo patrón de inestabilidad les plantea un desafío teórico 
fundamental a los estudios comparativos sobre presidencialismo. 
Durante más de dos décadas, se ha aceptado en esta área la noción 
generalizada de que las formas extremas de confrontación entre el 
Ejecutivo y el Legislativo suelen resultar en una desestabilización de las 
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democracias presidenciales. Las crisis recientes, sin embargo, han 
llevado a la caída de presidentes electos sin desencadenar quiebres en 
las democracias. Algunos estudiosos han tratado de explicar este 
fenómeno argumentando que las democracias presidenciales de 
América Latina están comenzando a presentar rasgos “parlamentarios” 
(asimilando entonces el juicio político al presidente a un voto de 
censura), mientras que otros han afirmado que los movimientos 
sociales están ampliando el ámbito de la ciudadanía democrática 
mediante la lucha contra las políticas neoliberales y el derrocamiento de 
presidentes impopulares. Estas interpretaciones son correctas en parte, 
pero, como veremos en los capítulos siguientes, en muchos casos la 
contribución de las crisis presidenciales recientes al proceso de 
democratización ha sido ambigua y es probable que debamos evitar un 
exceso de optimismo en la evaluación de esta tendencia. 

El presente capítulo responde a tres propósitos. En la primera parte, 
explicamos por qué es esencial alcanzar una mejor comprensión del 
juicio político para actualizar nuestras teorías de la democracia y el 
presidencialismo en América Latina. La segunda parte presenta mi 
interpretación del juicio político como un desenlace particular de las 
crisis entre el Ejecutivo y el Legislativo. En la última sección se resume 
la argumentación de esta obra y se bosqueja el contenido de los 
capítulos siguientes. 

 
 

El juicio político como enigma teórico 
 
Los casos recientes de juicios políticos en América Latina han puesto 
en duda gran parte de las nociones generalizadas acerca de la 
democracia. Por muchos años, la concepción tradicional fue que las 
democracias presidenciales de América Latina no tenían la capacidad 
de resistir un conflicto de proporciones entre el Ejecutivo y el 
Legislativo. A diferencia de los regímenes parlamentarios, en los cuales 
el primer ministro (mediante la disolución del parlamento) y el 
parlamento (mediante un voto de censura) tienen herramientas 
constitucionales para evitar un bloqueo mutuo en el gobierno, se 
consideraba que los regímenes presidenciales -con ambas ramas del 
gobierno elegidas por el voto popular y mandatos fijos- tenían una 
mayor tendencia a llegar a un punto muerto. Según este razonamiento, 
los intentos de superar tales bloqueos en América Latina no sólo habían 
resultado en una polarización política sino que habían creado también 
condiciones favorables para las intervenciones militares (Lamounier, 
1944; Linz, 1990; Stepan y Skach, 1993; Valenzuela, 1994). 

A mediados de los años noventa, esta argumentación fue 
reformulada en términos de un exceso de “jugadores con poder de veto” 
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en los sistemas presidenciales. George Tsebelis afirmó que “en los 
regímenes donde el cambio de gobierno es imposible (excepto a 
intervalos fijos, como en los regímenes presidenciales), el inmovilismo 
como política puede llevar a que se reemplace el liderazgo por medios 
extraconstitucionales (inestabilidad del régimen)” (Tsebelis, 1995: 321-
322). Se suponía que la división de poderes en el gobierno creaba 
estabilidad de las políticas públicas en las democracias presidenciales 
avanzadas, pero favorecía la inestabilidad del régimen en las 
democracias cuya institucionalización era débil. 

Los críticos de este punto de vista argumentaron que algunas formas 
de presidencialismo se prestaban más que otras a conflictos entre las 
ramas del gobierno, sin cuestionar el presupuesto subyacente de que el 
conflicto grave entre el Ejecutivo y el Legislativo era peligroso para la 
democracia (Jones, 1995; Mainwaring, 1993; Mainwaring y Shugart, 
1997a; Shugart y Carey, 1992; una excepción interesante es la de 
Cheibub, 2002). Algunos de estos estudios incluso reconocieron el 
papel del juicio político como instrumento institucional mediante el cual 
el Congreso puede remover al presidente de su cargo sin alterar el 
proceso democrático, pero afirmaron que era prácticamente imposible 
activar este procedimiento sumamente restrictivo en el contexto de una 
crisis institucional (Linz, 1994: 10; Shugart y Carey, 1992: 29). 

La historia se complace en reírse de los politólogos. En el preciso 
momento en que se desarrollaba esta concepción predominante en los 
años noventa, el juicio político al presidente se convertía en un 
mecanismo habitual para superar las crisis entre el Ejecutivo y el 
Legislativo, evitando al mismo tiempo el quiebre de la democracia. Este 
patrón que estaba surgiendo implicaba un cuestionamiento importante a 
la argumentación imperante sobre los peligros del presidencialismo. El 
hecho de que el juicio político reemplazara a los golpes militares como 
procedimiento estándar para derrocar presidentes en toda la región 
parecía sugerir que el conflicto entre el Ejecutivo y el Legislativo podía 
resultar en un quiebre de la democracia sólo bajo determinadas 
circunstancias históricas, que habían cambiado a partir de la década de 
1980 (Pérez-Liñán, 2003b). 

La proliferación de juicios políticos también cuestionaba otro 
presupuesto generalizado entre los estudiantes del presidencialismo 
latinoamericano: la idea de que los presidentes son demasiado fuertes y 
los legisladores, incapaces de pedirles cuentas de sus actos. La 
supremacía presidencial sobre el Congreso ha sido un rasgo histórico 
distintivo de la política latinoamericana (Pierson y Gil, 1957: 240; 
véanse importantes excepciones en Stokes, 1945), que se mantuvo tras 
un prolongado período de democratización durante los años ochenta. 
La incapacidad del Congreso para controlar la corrupción presidencial o 
el abuso de poder ha sido característica de lo que Guillermo O’Donnell 
ha llamado “democracias delegativas”, pero no exclusiva de ellas 
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(O’Donnell, 1994). En diferentes grados y por razones diversas, la 
responsabilidad horizontal (es decir, entre los Poderes) estuvo ausente 
en los regímenes democráticos como el sistema de Punto Fijo en 
Venezuela (1958-1999); en los semidemocráticos como el primer 
gobierno de Perón en Argentina (1946-1952); y -no es de sorprenderse- 
en los regímenes presidenciales autoritarios como el stronismo en 
Paraguay (1954-1989), el gobierno de los Somoza en Nicaragua (1936-
1979) y la era de Trujillo en República Dominicana (1930-1961). La 
debilidad del Congreso no fue únicamente el resultado de una 
concentración de poderes constitucionales formales en el Ejecutivo. En 
la mayoría de los casos, la concentración en manos del presidente de 
los recursos políticos de importancia -control sobre los ingresos del 
Estado, apoyo masivo y fuerzas de seguridad leales- le dificultó en gran 
medida al Congreso el ejercicio de controles severos y a menudo alentó 
a los legisladores de la oposición a aliarse con líderes militares rebeldes 
para controlar al Ejecutivo por medios antidemocráticos. 

Los acontecimientos políticos de comienzos de siglo –rompiendo con 
esta tradición– demostraron que los legisladores se estaban volviendo 
cada vez más capaces y más dispuestos a operar como agentes de la 
responsabilidad democrática. La nueva tendencia fue una verdadera 
sorpresa en una región donde el juicio político -a pesar de estar 
contemplado en las constituciones- era prácticamente desconocido. En 
las cuatro décadas previas a la década del noventa, hubo un solo 
episodio -el juicio al presidente de Panamá José R. Guizado en 1955- 
que puede ser considerado un verdadero caso de juicio político y las 
razones de ese juicio aún no se han esclarecido (Romeu, 2000; Zúñiga 
Guardia, 1957). La súbita multiplicación de casos de juicio político a 
partir de 1992 indica que el patrón de debilidad del Congreso, que se 
manifestaba tradicionalmente en la falta de responsabilidad presidencial, 
también estaba cambiando con rapidez. 

Un análisis comparativo del juicio político resulta, por lo tanto, de vital 
importancia para el estudio del presidencialismo más allá de América 
Latina. El Congreso de Estados Unidos ha contemplado la posibilidad 
del juicio político al presidente por lo menos en siete oportunidades, la 
última vez mientras esta obra se estaba escribiendo (Perkins, 2003). En 
la década pasada, el espectro del juicio político también ha amenazado 
a los presidentes de Madagascar (1996), Nigeria (2002), las Filipinas 
(2000), Rusia (1998-1999), Taiwán (2000), Corea del Sur (2004) y 
Lituania (2004) (algunos de estos casos se discuten en Allen, 2003; 
Baumgartner, 2003b; Kasuya, 2003; Ohnesorge, 2006). Sin embargo, 
los estudiosos y artífices de políticas carecen de un marco comparativo 
para interpretar tales casos;1 y como el juicio político es un evento raro, 
                                                 
1 Véase un intento reciente de ofrecer un marco comparativo de estas características 
en Baumgartner y Kada, 2003. 



ANÍBAL PÉREZ-LIÑÁN  Juicio político al presidente… 
© FCE - Prohibida su reproducción total o parcial                                                              8 

no han podido desplegar su poderoso arsenal estadístico para abordar 
este problema investigativo. 

América Latina, con los acontecimientos de los últimos 15 años, se 
presenta como un laboratorio interesante para el desarrollo de una 
teoría comparativa del juicio político. La concentración de un 
determinado número de casos en un período relativamente breve nos 
permite detectar las condiciones políticas que desencadenan una crisis 
de juicio político, mientras que “se mantienen constantes” los factores 
culturales e históricos. Si esta explicación resiste bien el viaje en el 
tiempo y el espacio, puede servir de base para una teoría más general 
de la responsabilidad presidencial (Hinojosa y Pérez-Liñán, 2007). 

 
 

El juicio político como desenlace institucional 
 
En los sistemas presidenciales, la expresión “juicio político” describe un 
tipo especial de juicio al presidente mediante el cual se faculta al 
Congreso (a veces con acuerdo necesario del Poder Judicial) a remover 
al presidente de su cargo. En Estados Unidos, primer país que adoptó 
una Constitución presidencialista, la Cámara de Representantes inicia 
el proceso y el Senado lleva a cabo el juicio. Un juicio político no está 
pensado como un juicio penal sino como un procedimiento político que 
le permite al Senado remover al presidente de su cargo ante 
acusaciones de traición, cohecho u otros “delitos y faltas graves”. 
Aunque otros sistemas presidenciales han modificado detalles del 
procedimiento (por ejemplo, dejan el juicio en manos de la Corte 
Suprema en lugar del Senado) y el espectro de los delitos pasibles de 
juicio político (por ejemplo, facultan al Congreso para iniciar el juicio 
político al presidente por “mal desempeño del cargo”), siempre es la 
legislatura quien inicia los juicios políticos. 

Este último punto debe considerarse cuidadosamente. Si se analiza 
con una perspectiva comparativa e histórica, el juicio político al 
presidente surge como una de las múltiples herramientas que usan los 
legisladores para imponerse en sus enfrentamientos ocasionales con el 
Ejecutivo. En esta obra sostenemos firmemente que el juicio político es 
uno de los múltiples desenlaces posibles de una crisis presidencial. 

Usamos el concepto de “crisis presidencial” para referirnos a casos 
graves de conflicto entre el Ejecutivo y el Legislativo en los cuales una 
de las ramas electas del gobierno busca la disolución de la otra. Hemos 
elegido el término “crisis” para describir una situación política 
apremiante que se caracteriza por un sentido de “inmediatez y 
urgencia” entre actores poderosos (Kiewe, 1994: XVII). El adjetivo 
“presidencial” no hace más que identificar el marco constitucional en el 
cual tiene lugar la crisis. En los regímenes parlamentarios, este tipo de 
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confrontación puede resolverse mediante procedimientos ordinarios (la 
caída del gobierno tras el voto de censura o la disolución del 
parlamento seguida de una elección), pero en la mayoría de los 
regímenes presidenciales hay reglas constitucionales estrictas que no 
permiten tales procedimientos. 

Desde un punto de vista operativo, esta definición cubre cualquier 
situación en la cual el presidente intente disolver el Congreso, el 
Congreso intente remover al presidente de su cargo o cualquiera de las 
ramas electas del gobierno apoye un levantamiento militar o civil contra 
la otra (Pérez-Liñán, 2003b). El denominador común en todos estos 
casos es un intento por parte de algunos políticos electos de remover a 
otros funcionarios electos de sus cargos, comprometiendo así el 
principio de mandato fijo que caracteriza las constituciones 
presidenciales. Como me propongo demostrar en el capítulo III, las 
crisis presidenciales pueden conducir a una activación de mecanismos 
constitucionales (como el juicio político) o desencadenar acciones 
inconstitucionales (por ejemplo, un golpe de Estado legislativo contra el 
presidente). 

El análisis de las crisis presidenciales nos permite explorar dos 
preguntas críticas: cuándo y por qué puede el Congreso considerar 
responsable al presidente; cuándo y por qué puede el conflicto entre el 
Ejecutivo y el Legislativo conducir al quiebre de la democracia. Entre 
1950 y 2004, hubo aproximadamente 58 crisis presidenciales en 
América Latina, pero en sólo seis de ellas se llevó a cabo un intento 
serio de iniciar juicio político al presidente y 21 de ellas incluyeron 
golpes militares.2 

Para abordar estas preguntas es importante establecer desde el 
principio lo que no son las crisis presidenciales. A partir del bosquejo de 
definición planteada previamente, es fácil inferir que cualquier crisis 
presidencial constituye una situación de emergencia para el presidente 
y su gabinete. Sin embargo, no es verdad lo opuesto. Definimos aquí 
las crisis presidenciales como un patrón de conflicto institucional que 
afecta la estabilidad del gobierno (el Ejecutivo en su relación con la 
legislatura) en el contexto de una Constitución presidencialista. Pero no 
todo cuestionamiento trascendental que requiera acción inmediata del 
Ejecutivo entrará en esta categoría. El Congreso puede no desempeñar 
un papel fundamental en algunas crisis políticas o puede cooperar con 
el presidente ante una emergencia nacional. 

Esta definición difiere de la adoptada en la literatura sobre la política 
exterior de Estados Unidos. Según autores como Windt (1973) y 
Kuypers (1997), las crisis son constructos retóricos que utilizan los 
presidentes para crear la necesidad de acciones políticas inmediatas. 
                                                 
2 En el capítulo III se describe el procedimiento empleado para identificar y codificar las 
crisis presidenciales. 
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De manera semejante, según la descripción de Kiewe (1994: XVII), las 
crisis se caracterizan por la expectativa de fuertes cualidades de 
liderazgo. Este enfoque suele referirse a crisis de política exterior más 
que a crisis institucionales. Como veremos luego en el transcurso de 
este trabajo, los cuestionamientos políticos pueden llevar al caos 
institucional, aunque no de manera infalible. 

La discusión previa también parece indicar una distinción importante 
entre las crisis presidenciales como procesos que afectan la 
permanencia en el cargo de determinados funcionarios electos y crisis 
más amplias del régimen que ponen en peligro la estabilidad de la 
democracia. Las crisis de un gobierno y las del régimen pueden 
superponerse, pero representan constructos analíticos que son 
diferentes en por lo menos dos sentidos. Por una parte, el 
enfrentamiento entre el Ejecutivo y el Legislativo no es una condición 
necesaria para la inestabilidad del régimen. Los militares han 
intervenido con mucha frecuencia contra un partido gobernante que 
controlaba el Ejecutivo así como la legislatura. De hecho, de los 42 
golpes militares que se llevaron a cabo en América Latina entre 1950 y 
2004, sólo 20 (el 4%) tuvieron que ver con crisis presidenciales.3 Por 
otra parte, las crisis presidenciales por sí solas no crean inestabilidad 
en la democracia. Aproximadamente la mitad (el 45%) de las crisis 
presidenciales que tuvieron lugar en América Latina en este período 
resultó en algún tipo de intervención militar y el 36% culminó en un 
golpe militar con todas las características habituales. Este libro, sin 
embargo, se inspiró en el hecho de que la gran mayoría de las crisis 
presidenciales de los últimos 15 años no se han relacionado en 
absoluto con ninguna forma de colapso del régimen democrático. 

En este libro presentamos los episodios de juicios políticos como un 
subgrupo dentro del universo de las crisis presidenciales, que son a su 
vez una forma extremadamente hostil de interacción entre el Ejecutivo y 
el Legislativo. Este enfoque parece indicar que el juicio político no es 

                                                 
3 Esta cifra incluye sólo los golpes que tuvieron lugar en situaciones en las cuales era 
posible una crisis presidencial (es decir, cuando en el momento del golpe coexistían 
un presidente y una legislatura). He definido como golpe cualquier episodio en el cual 
los militares lograron remover al presidente de su puesto, clausurar el Congreso o 
hacer ambas cosas. Los casos son: República Argentina (1955, 1962, 1966, 1976); 
Bolivia (1951, 1964, 1969, 1979, 1980); Brasil (1954 [golpe ambiguo, porque el 
presidente Vargas se suicidó anticipándose al golpe], 1955, 1964); Chile (1973); 
Colombia (1953); Cuba (1952); Ecuador (1961, 1963, 1970, 2000); El Salvador (1960, 
1979); Guatemala (1954, 1957, 1963, 1982, 1993); Honduras (1954, 1957, 1963, 
1972); Panamá (1951, 1968, 1985, 1988); Paraguay (1954, 1989); Perú (1962, 1968, 
1992); República Dominicana (1963); Uruguay (1973) y Venezuela (1958). Se han 
excluido de esta cuenta otros veinte golpes que tuvieron lugar en países donde la 
legislatura no estaba funcionando (por ejemplo, Ecuador en 1972). Hemos identificado 
estos acontecimientos usando el New York Times Index y otras fuentes históricas 
(Fossum, 1967; Needler, 1966). 
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sólo un recurso legal para remover del cargo a presidentes a quienes se 
ha encontrado culpables de delitos graves; suele ser un arma 
institucional que se emplea contra presidentes que se enfrentan a una 
legislatura beligerante. Esto puede ser cierto aun en democracias bien 
establecidas como la de Estados Unidos (Perkins, 2003: 21). A menudo 
resulta difícil -tanto para el observador contemporáneo como para el 
analista que dice tener la ventaja de la visión histórica retrospectiva- 
abordar el tema del uso adecuado del juicio político, es decir, su uso 
con el propósito de castigar faltas reales más que por razones 
meramente partidarias. 

A pesar de este enfoque, el lector no debe ceder a la tentación de 
presuponer que los únicos actores de importancia en este drama son el 
Ejecutivo y la legislatura. Las crisis de juicio político suelen implicar 
negociaciones sutiles para tranquilizar a los militares, investigaciones 
de los medios, protestas populares así como intentos de manipular el 
Poder Judicial (Whitehead, 2002: 104). En las democracias incipientes, 
los militares pueden desempeñar un papel fundamental en el diseño del 
desenlace de una crisis; aun cuando la supervivencia del régimen no 
esté amenazada, por ejemplo, los generales pueden actuar como 
mediadores. En las democracias bien establecidas, otras instituciones 
como la prensa y el Poder Judicial pueden desempeñar papeles de 
importancia en el enfrentamiento. Los conflictos entre el Ejecutivo y el 
Legislativo pueden implicar a diversas terceras partes según las 
circunstancias, pero suelen involucrar una estructura compleja en la 
cual ambas instituciones buscan el apoyo de un tercero, en contra de la 
otra rama del gobierno (véase el papel de los terceros jugadores en 
diferentes contextos en Caplow, 1968). 

Consideremos, por ejemplo, las estrategias adoptadas por los 
legisladores que buscan derrocar al presidente. En algunos casos, 
investigan algún delito presidencial revelado originalmente por la 
prensa. El escándalo de Watergate en Estados Unidos y la crisis 
brasileña de 1992 ilustran esta situación. En otras circunstancias, el 
Congreso hace frente al Ejecutivo en un intento de contener una crisis 
más amplia desencadenada por la movilización de la masa pública. 
Esto fue lo que sucedió en Venezuela durante 1993 y en Ecuador 
durante 1997. El Congreso puede incluso convertirse en un actor 
periférico en el enfrentamiento entre el presidente y grupos poderosos 
como los militares o los movimientos sociales, que actúa simplemente 
para legalizar el derrocamiento del presidente. En esos casos, la acción 
legislativa es un acontecimiento marginal en una reorganización total de 
la democracia. Aquí el papel del Congreso suele reducirse a tomar 
juramento al nuevo presidente, conservando una mínima apariencia de 
constitucionalidad. Las crisis de Ecuador del año 2000, Argentina en 
2001 y Bolivia en 2003 y 2005 (ambas se discuten en el capítulo VII) 
representan este patrón. 
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Sostengo que el proceso de democratización que se llevó a cabo en 
América Latina durante los años ochenta y comienzos de los noventa 
alteró la importancia relativa de los diferentes actores políticos. A las 
Fuerzas Armadas, que habían sido árbitros del proceso político, les 
resultó imposible alejar a los políticos civiles del poder. Las 
corporaciones de medios, que habían sido vehículos de ambiciones 
políticas personales o portavoces del Ejecutivo, afirmaron poseer un 
nuevo papel como guardianes de la moral pública. Los movimientos 
populares, antes reprimidos o controlados por líderes populistas, 
comprendieron que en los sistemas electorales competitivos los 
políticos no podían ignorar sus reclamos. Estos cambios se fueron 
desarrollando conjuntamente con grandes transformaciones en el 
modelo de desarrollo económico, mientras los diversos países se 
esforzaban por adoptar políticas neoliberales. El resultado no esperado 
de estos realineamientos fue una llamativa erosión del poder 
presidencial. 


